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COOPERATIVA URUGUAYA SOLIDARIA DE AFILIADOS 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 18 de marzo de 2009 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Patrone 


MIEMBROS: Señores Representantes Uberfil Hernández, Jorge Mazzulo, Darío Pérez Brito y Mónica 
Travieso. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Carlos Maseda y Artigas Melgarejo. 


INVITADO: — Por CUSAF, señor Eduardo Evangelista. 


SEÑOR PRESIDENTE (Patrone) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Eduardo Evangelista, Presidente de la Cooperativa Uruguaya 
Solidaria de Afiliados, CUSAF. 


SEÑOR EVANGELISTA.- Es un gusto estar con ustedes nuevamente. 


Como recordarán, el año pasado dejamos una serie de inquietudes y de preocupaciones referentes al 


Banco Hipotecario del Uruguay, ya que 21 familias de Young le habían pagado durante más de treinta años y 
cuando recurrieron al Banco a reclamar su escrituración, porque entendían que habían cumplido con el pago 
correspondiente, se encontraron con que tenían una deuda acumulada por colgamentos superior a la que 
habían contraído con el contrato original de la vivienda. Dejamos aquí planteada esa situación, pero hasta el 
día de hoy no hemos recibido contestación, ni de parte del Banco Hipotecario del Uruguay ni de parte de la 
Cámara. Es por esta razón que aprovecho esta instancia para reclamar algún tipo de información o que se dé 
una solución, porque a las familias de Young todavía no les llegó siquiera una carta del Banco Hipotecario 
del Uruguay explicitándoles cuál era su situación. Dejo esto planteado porque sigue siendo una enorme 
preocupación. Ha pasado el tiempo y no ha habido respuesta. 


Las razones por las que hemos pedido ser recibidos nuevamente tienen que ver con una situación que emerge 
a partir de la Ley N* 17.985 votada por este Parlamento. Durante el transcurso de 2007 recurrimos al 


Ministerio de Economía y Finanzas a los efectos de preguntarle en qué momento se destinarían recursos a 
esta ley a los efectos de poder cumplir con los cometidos que tiene. Como recordarán, esta ley tiene como 
objetivo el registro del dañado por remate y la reparación del daño implícito. En el transcurso de la última 
Rendición de Cuentas recorrimos las bancadas, principalmente las de la mayoría, las del Gobierno, a los 
efectos de hacerles notar que, a nuestro juicio, no se incluía en ella financiamiento alguno para el desarrollo 
de las políticas especificadas en esta ley. De hecho, la Senadora Topolansky estudió el presupuesto en su 
momento y confirmó que, efectivamente, según el contenido de la ley presupuestal no se destinaban rubros 
para dar cumplimiento a la Ley_N* 17.985. Lo cierto es que se cumplen los períodos de recambio de los 
partidos políticos, su cumple el fin de una Legislatura y todo un trámite, y esta ley, esta solución, por la que 
luchamos tanto tiempo, termina teniendo un marco de oro, especial, pero sin recursos para hacerla efectiva. 
En definitiva, es una ley inútil, para nosotros, un trabajo inservible, una tarea no terminada; pienso que para 
ustedes también debe ser de esta manera. No hemos logrado alcanzar la meta que esta ley tenía. 


Estas son las dos razones que hacen que hoy haya venido a esta Comisión a dejar establecido el simple 
planteo que acaban de escuchar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a la aplicación de la Ley_N* 17.985, quisiera saber si ha habido 
casos en los que se haya recurrido a ella y no existieran los fondos. Quizá producto de mi ignorancia 
sobre la aplicación legal tenga entendido que si existe una ley, se hace la demanda correspondiente, y se 
falla favorablemente en función de lo establecido en ella, existan o no fondos o recursos destinados, el 
Estado se tiene que hacer cargo irremediablemente. Concretamente, quisiera saber si ya ha habido 
casos en los cuales se falló favorablemente y por la inexistencia de recursos no se terminó cumpliendo 
con lo establecido. 


SEÑOR EVANGELISTA.- En un país democrático y en una forma de organización civilizada al 
votarse las leyes emergen derechos esto es lo deseable; entonces, se supone que quien tiene la obligación 
de gobernar debe cumplir con la ley y hacer que esta rija y garantice los derechos por la vía del 
funcionamiento normal. Si mal no recuerdo, esta Ley N” 17.985, abarca la situación de más de 
trescientas familias anotadas en el Registro público, que es el mecanismo previsto en la norma para 
cuantificar el daño o para saber qué número de casos debía reparar. Se suponía que a partir del 
período 2007-2008, una vez que se hubiera avanzado con ese registro, se iba a implementar lo necesario 
para el cumplimiento de esta norma. Si cada vez que los ciudadanos queremos ejercer nuestros 
derechos debemos proceder por la vía judicial, entonces va a llegar un punto en el que este país va a 
estar extremadamente judicializado en todo lo que hace a la problemática social y a los derechos que a 
los ciudadanos asisten. Por ejemplo, como ya denunciamos en una sesión pasada, el Gobierno violó el 
artículo 47 de la Constitución relativo a la protección del medio ambiente de la contaminación y 
tenemos que recurrir a un juicio contra el sistema para que este cumpla con sus cometidos cuando la 
realidad es bien distinta. El sistema, el gobernante, tienen la obligación de cumplir con la Constitución 
y la ley; no hay que estar reclamando. Esa es la última instancia en un sistema democrático. Por eso 
estamos acá alertando al Parlamento a este respecto, que es el custodio de las leyes junto con los demás 
Poderes. 


SEÑOR MELGAREJO.- El invitado ha sido muy claro en su exposición y no quiero entrar en 
polémica. Ahora, ¿cuál fue la respuesta a la pregunta del señor Presidente, en cuanto a si ha habido 
casos en los que ya se hubiera fallado en el marco de esta ley? Realmente, no me quedó clara. 


Lo que el invitado nos señala me parece correcto; ese es el papel que nosotros debemos llevar adelante. Por 
lo menos desde mi regreso del exilio, desde 1984 hasta ahora, he estado trabajando constantemente en el 
tema de los colgamentos y en los problemas con el Banco Hipotecario del Uruguay, y todavía no hemos 
encontrado las respuestas adecuadas. Sabemos que ha habido dificultades muy grandes con el Banco 
Hipotecario del Uruguay y aparentemente se apunta a solucionarlas, pero no sé cuál es la cantidad de gente 
que recurrió en el marco de esta ley, que hizo juicios y ganó. Creo que este sería un elemento más para la 
Comisión, a los efectos de poder trabajar con el Banco y con las autoridades pertinentes. 


SEÑOR EVANGELISTA.- Creo que hay una confusión de parte del señor Diputado. 


La Ley N* 17.985 no tiene nada que ver con el Banco Hipotecario del Uruguay; refiere al registro del dañado 
por remate y a la reparación del daño. Sobre ese punto pensamos que no había necesidad de recurrir a la 
Justicia para que la ley se cumpliera. Sin embargo, ahora veo que el consejo o la idea que surge de esta 
conversación es que las trescientas personas registradas en el Registro público vayan y hagan un juicio en 
función del incumplimiento de la norma, reclamando que se acate la decisión adoptada y se ejecute tal cual 
está establecido, cosa que es un camino que no estaba previsto ni pensado en la vida de todos nosotros. Si ese 
es el procedimiento a seguir, lo haremos, pero no es un camino que corresponda a una vida ordenada 
democráticamente; esa es mi opinión. 


En cuanto al otro planteo, a nivel de la opinión pública corre el comentario quizá ustedes me puedan ayudar a 
dilucidar su certeza de que en estos meses el Banco Hipotecario del Uruguay habría tomado una decisión, en 
el marco de su readecuación junto con la Agencia Nacional de Vivienda, en cuanto a que se anularían o 
achicarían, mayoritariamente, los colgamentos que generaron mayor cantidad de deuda, logrando así una 
posible salida para toda esa enorme deuda que pesaba sobre las espaldas de los compradores del Banco. Pero 
eso no es oficial. Como sé que ustedes enviaron la versión taquigráfica de la sesión pasada, quisiera saber si 
tuvieron alguna respuesta por la cual puedan afirmar que esto es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación al último planteo existe un proyecto de ley sobre notas de 
crédito hipotecarias, que ha sido enviado por el Gobierno, que tiene que ver con todos los temas que 
estamos tratando. 


Respecto al tema anterior, más allá de la interpretación que el señor Evangelista le ha dado a mis palabras, 
quisiera decir que el reclamo de lo que usted está planteando tiene que ver con un tema de procedimientos. 
En definitiva, cuando hay un registro, este requiere que se realice una tasación acerca de los daños; de 
repente son esas etapas las que no se han cumplido y no sé en qué ámbito específico tienen que cumplirse 
para que después se destinen los fondos que usted reclama con toda certeza. Acá hay un problema de 
procedimiento o de falta de concreción de una serie de etapas que son las imprescindibles para definir los 
montos. Ese es un tema de Estado, en el sentido de que el Estado tiene que realizarlo. Nosotros tomaremos 
nota y averiguaremos en qué etapa está todo ese procedimiento que debiera cumplirse. 


SEÑOR MASEDA.- Sobre el tema de los colgamentos, la Comisión no le puede afirmar si se van a 
quitar o no, porque no tiene que ver con el poder de decisión que tiene un legislador; ese es un tema del 
Ejecutivo. Lo que sí podemos hacer es informarle algunas cosas. 


Seguramente la Comisión remitió al Banco Hipotecario del Uruguay la versión taquigráfica del reclamo del 
grupo habitacional de Young. Pero esa situación se repite en todo el país. Estamos hablando y perdonen la 
expresión de un macro problema que se vive, en Artigas de donde soy oriundo, en Salto, en Paysandú, en Río 
Negro, en Mercedes, también en Young, en fin, en todos lados; es una cosa impresionante. ¿En qué se basa el 
problema? En viviendas que desde los años 1974, 1975 y 1976, en plena dictadura, fueron construidas de 
distintas formas, por el Banco Hipotecario o por convenios con las Intendencias. 


Nosotros, en Artigas, tenemos grupos llamados fantasmas, porque no existen en el Banco Hipotecario; las 
viviendas fueron construidas en terrenos de propiedad privada. Eso ha significado que se recurriera ante la 
Justicia y que la gente no tenga seguridad con respecto a su techo. 


Tal como he planteado aquí, el Banco Hipotecario es un organismo de carácter financiero y por las 
dificultades enormes que tenía nunca respondía brindando la solución social que pedíamos cuando éramos 
Ediles departamentales de 1994 a 1999 sin tener idea de cuál podía ser la razón. En definitiva, el Banco no 
podía responder socialmente. 


Como los compañeros saben, aquí se ha aprobado la separación del Banco Hipotecario y de la Agencia 
Nacional de Vivienda. Dado que tuve contacto con la gente que se desempeña en esta Agencia, en la sesión 
pasada adelanté que en Artigas se están iniciando los primeros pasos para regularizar la situación de las 
viviendas, lo que no ha sido muy publicitado. 


Voy a contar una anécdota para que se tenga una idea del tema. En la época de la dictadura, en la localidad de 
Baltasar Brum, en Salto, se construyeron viviendas categoría A. ¿Qué significó eso? Que nadie de Baltasar 
Brum, donde son todos peones rurales, pudiera pagar. Esa es una de las tantas irregularidades que se dieron 


durante décadas. Hoy, por primera vez, por medio de la Agencia Nacional de Vivienda se está tratando de 
regularizar la situación de ese grupo habitacional al que estoy haciendo referencia, analizando qué personas 
estaban al día y cuáles habían pagado algo, y dando soluciones escalonadas. De cualquier manera, creo que 
ninguno de los que estamos aquí presentes podemos decir que esto se vaya a solucionar la semana que viene 
o la próxima, pero sería importante que ustedes se comunicaran con la Agencia Nacional de Vivienda, que es 
la que tiene los grupos habitacionales. Ahora, quiero aclarar que las deudas de las viviendas que son 
compradas en forma particular no están en esa Agencia; las deudas de los predios que fueron comprados 
como chacras productivas de los que se habló en la Comisión, que tienen catorce o quince hectáreas y 
abarcan a trescientos sesenta deudores, sí están en la Agencia Nacional de Vivienda, pero todavía no hay 
solución. Pero la situación de los grupos habitacionales que pertenecían al Banco Hipotecario como por 
ejemplo los que antiguamente pagaron alquiler y cuando quisieron acordar eran inquilinos está para ser 
resuelta. El criterio de la Agencia Nacional de Vivienda va a ser un criterio de solución social, por sobre todas 
las cosas; así lo ven los Directores de hoy de esa Agencia. 


Yo integro esta Comisión como delegado de sector, pero me he vinculado mucho con los Directores de la 
Agencia Nacional de Vivienda. Por eso le recomiendo dirigirse por escrito también a esa Agencia, como 
seguramente lo hará la Comisión, ya que me parece que allí tendrá una respuesta para su preocupación, que 
hemos escuchado en todo el Uruguay y por la que hemos tratado de dar la información pertinente a quienes la 
necesitan, como por ejemplo a usted, que es representativo de un grupo de deudores. 


Quería decir esto sin querer resolver nada sino simplemente brindando la información que manejamos. 
SEÑOR EVANGELISTA.- Creo que están los planteamientos realizados. 


En cuanto a la Ley_N* 17.985 me da vueltas en la cabeza lo que se ha dicho. Esa forma de proceder a la 
tasación no estaba determinada dentro de los marcos de la ley. Es cierto que puede ser un procedimiento 
válido y no lo voy a discutir, porque de alguna forma hay que saber cuánto hay que invertir en todo este 
proceso; eso lo entiendo. Pero de la declaración jurada que uno realiza cuando hace el registro emerge el 
monto del daño como un dato. Es decir que, simplemente, cuando se hace el procesamiento de los datos en la 
computadora eso queda registrado y se puede calcular fácilmente. 


Entonces, habrá que seguir este proceso. 


De todas maneras, nos gustaría que hubiera una respuesta pública, porque desde 2002 todos nosotros estamos 
en una situación de inseguridad. Se luchó porque saliera adelante este proyecto y no nos gustaría que 
terminara con un marquito de oro. Querríamos que tuviera efectividad porque, además, no son tantos los que 
están registrados. Nosotros nos planteamos que el registro iba incluir a más de veinte mil personas, pero 
quedó en trescientas, porque la gente ni siquiera ha tenido ánimo para registrarse. Entonces, la inversión 
social que habría que hacer sería relativamente pequeña. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradeciéndole la presencia quisiera decir que ha sido una preocupación de 
este Gobierno poner énfasis en la participación, lo que se demuestra en muchas de las leyes que hemos 
aprobado. Entonces, no solo el Estado es quien debe resolver las cuestiones sino que, a través de leyes 
que habilitan la participación, buscamos ese ida y vuelta tan necesario, porque a veces en los 
escritorios se duerme algún expediente como muchas veces se dice, algún funcionario, o sucede 
cualquier otra cosa que hace que esa participación se haga imprescindible. Garantizar esa particpación 
ha sido muy importante para nosotros y ha sido una especie de "leit motiv" a introducir en casi todas 
las leyes. Por ejemplo, en una muy importante que aprobó esta Comisión, como la de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible, se habilitó la participación de todos los involucrados e inclusive de 
quienes no lo están porque consideramos que era la única manera de que todos estuviéramos 
apuntando hacia un mismo lado. 


Muchísimas gracias por la visita; tomaremos apunte del planteamiento y averiguaremos lo necesario. 
(Se retira de Sala el señor Eduardo Evangelista) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


